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RESUMEN 
 
 

El presente análisis jurídico se realiza al Acuerdo Plenario N° 05-2019-/CIJ- 

116 sobre actuación policial y exención de la pena dado el diez de setiembre 

de dos mil diecinueve por los jueces supremos en lo penal, integrantes de las 

salas penales Permanente y Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de 

la República en el XI Pleno Jurisdiccional. 

 
Este trabajo tiene como principal objetivo determinar si el Acuerdo 

Plenario N° 05-2019/CIJ-116 sobre Actuación policial y exención de 

responsabilidad penal afecta el derecho de acceso a la justicia de la 

víctima. Material y Métodos: se empleó una ficha de análisis de 

documentos, teniendo como muestra Acuerdo Plenario N° 05-2019-/CIJ- 

116, utilizando el Método Descriptivo, cuyo diseño es no experimental, ex 

post facto. Se tiene como Resultado, que los jueces supremos en lo penal 

mediante el acuerdo plenario en estudio establecieron como doctrina legal, 

entre otros, que la eximente de obrar en cumplimiento de un deber no 

comprende tratos inhumanos. En conclusión, del análisis realizado en el 

presente trabajo se concluye que a través del Acuerdo Plenario N°05- 

2019/CIJ-116 no se afecta el derecho de acceso a la justicia de la víctima. 

 
 

Palabras Claves: Eximentes de responsabilidad, actuación policial, 

derecho de acceso a la justicia, cumplimiento del deber. 
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CAPÍTULO I 
 

INTRODUCCIÓN 
 

 

En el Perú y en el mundo uno de los principales problemas es la inseguridad 

ciudadana, a tal grado que son común en el Perú los denominados raqueteo, 

robo a mano armada a fin de reducir al peatón para despojarlo de sus 

pertenencias y posteriormente huir en auto. Ante tal situación el Estado busca 

frenar activamente esta problemática; para tal fin la Policía Nacional del Perú ha 

implementado la actuación del grupo terna, unidad especializada del escuadrón 

verde, quienes son los encargados de realizar intervenciones a diario a quienes 

cometen tales ilícitos. Por otro lado se debe tener en cuenta que por la propia 

naturaleza del acto delictivo, la violencia es un factor siempre presente, a tal 

punto que la violencia realizada por la persona puede poner en peligro a otras 

personas asi como al efectivo policial o tener resultados fatales para los 

intervinientes o para personas circunstanciales 

 
Sin embargo, se presentan ocasiones en las cuales el efectivo policial en 

cumplimiento de su deber, y sin poder preverlo, ha causado lesiones en el 

intervenido y, en otros casos, hasta la muerte; debido a esto, se ha previsto en 

nuestro ordenamiento jurídico como eximente de responsabilidad cuando está 

de por medio el cumplimiento del deber. 

 
Por ello nos referimos en el presente trabajo de investigación a la actuación 

policial y exención de responsabilidad penal tomando como referencia el 

Acuerdo Plenario N° 05-2019/CJ-116 el cual se basa en el análisis de lo 

establecido por el Código Penal para eximir de responsabilidad al policía que, en 

el cumplimiento de su deber, causen lesiones o la muerte de otras personas. 

 
Que, en la presente investigación es materia de análisis los nueve principios 

establecidos como doctrina legal (fundamentos jurídicos del 52 al 60) en el 

Acuerdo Plenario N° 05-2019/CIJ-116 del XI Pleno Jurisdiccional de las Salas 

Penales Permanente, Transitoria y Especial de la Corte Suprema, expedido el 
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10 de setiembre de 2019 y publicado en la web del Poder Judicial el 17 de 

setiembre de 2019. 

 
Nos planteamos como realidad problemática relacionada a la eximente de 

responsabilidad del efectivo policial que en cumplimiento de su deber lesione o 

cause la muerte de otras personas. Por ello como principal interrogante tenemos 

si ¿el Acuerdo Plenario N°05-2019/CIJ-116 sobre Actuación policial y exención 

de responsabilidad penal afecta el derecho de acceso a la justicia de la víctima? 

y como problemas específicos los planteados en las siguientes interrogantes 

¿constituye vulneración al derecho de acceso a la justicia de la víctima cuando 

se exime de responsabilidad al efectivo policial que la lesiona? y si ¿existe 

vulneración al principio de igualdad cuando se exime de responsabilidad al 

efectivo policial que lesiona por excesivo uso de la fuerza?. 

 
Siendo así nos trazamos el objetivo general de determinar si el Acuerdo Plenario 

N°05-2019/CIJ-116 sobre Actuación policial y exención de responsabilidad penal 

afecta el derecho de acceso a la justicia de la víctima. y determinar que no se 

infringe el principio de igualdad cuando se exime de responsabilidad al efectivo 

policial. 
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CAPÍTULO II 
 

MARCO TEÓRICO 
 
 
 

 

2.1. Antecedentes del Estudio. 

 
 

Sentencias del Tribunal Constitucional: 

 
 

El Tribunal Constitucional ha expedido sentencias vinculadas al tema de 

investigación. 

 
Respecto al delito de función: 

 

 

2.1.1. Expediente N° 0017-2003-AI/TC 

 
 

El delito de función se define como “aquella acción tipificada expresamente en 

la Ley de la materia, y que es realizada por un militar o policía en acto de servicio 

o con ocasión de él, y respecto de sus funciones profesionales”. (Expediente N.° 

0017-2003-AI/TC, 2003). 

 
Expresa también que tal acto, sea por acción u omisión, debe afectar 

necesariamente un bien jurídico “privativo” de la institución a la que pertenece el 

imputado; es decir, que la naturaleza del delito de función no depende de las 

circunstancias de hecho, sino del carácter de interés institucionalmente vital, que 

se ve afectado mediante un acto perpetrado por un efectivo militar o policial en 

actividad. (Expediente N.° 0017-2003-AI/TC, 2003). 

 

2.1.2. STC EXP. N 02557-2009-PHC/TC 

 
 

Es importante establecer los requisitos concebidos por el Tribunal constitucional, 

en el fundamento octavo de la sentencia, para así poder discernir con facilidad 

cuándo interviene la justicia del Fuero Militar y cuándo el Fuero Común: 
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“Para que un ilícito califique como delito de función, deben concurrir tres 

exigencias: 

a) el hecho debe ser cometido por un agente en situación de actividad; 

b) la conducta imputada debe ser cometida en el ejercicio de las funciones 

policiales o militares, es decir, en acto de servicio; y 

c) que el acto en cuestión infrinja un bien jurídico propio, particular y relevante 

para la existencia, organización, operatividad y cumplimiento de los fines de las 

instituciones castrenses, el que además se configura de los fines 

constitucionales y legales establecidos a dichas instituciones”. 

 
Respecto al cumplimiento del deber 

 

 

2.1.3. Expediente N° 0012-2008-PI/TC 

 
 

El máximo intérprete de nuestra constitución se pronuncia en esta sentencia 

sobre la supuesta inconstitucionalidad del artículo 20° numeral 11 del código 

penal, el mismo que fue el introducido por el decreto legislativo N° 982, 

estableciendo claramente que esta norma no tiene como finalidad impedir que 

se investigue a policías o militares por delitos comunes o por actos de grave 

violación de derechos humanos, señalando en el Fundamento Jurídico 18 

expresamente lo siguiente: 

 
“Esta legislación entonces no puede ser entendida como que está dirigida a 

impedir la investigación y procesamiento de malos policías o militares que 

delinquen – según se trate de la comisión de delitos de función, comunes o de 

grave violación de derechos humanos-; por ello, cuando dichos servidores 

públicos se les impute comisión de un ilícito, deben ser denunciados, 

investigados caso por caso, y si corresponde procesarlos dentro de un plazo 

razonable, con todas las garantías que la Constitución ofrece, no sólo ellos, si no 

cualquier persona que se encuentra en similares circunstancias. Dentro del 

proceso penal, con todas las garantías constitucionales, corresponderá al juez 
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competente evaluar, tantos si concurren circunstancias agravantes o eximente 

de responsabilidad, y corresponderá a dicho funcionario, a través de una 

sentencia motivada, imponer las sanciones previstas y expresarle las razones 

por las que ello, en determinados supuestos, no corresponde, esto es, y en lo 

que importa el dispositivo impugnado, si la actuación de los efectivos de ambas 

instituciones ha sido en cumplimiento de su deber y además si sus armas han 

sido usadas de manera reglamentaria”. (Expediente N° 0012-2008-PI/TC, 2010). 

 
Es imperativa la necesidad de precisar la intención de la norma, como bien lo 

hace el Tribunal Constitucional puesto que hay un divorcio entre la policía y el 

pueblo. 

 

2.2. Tesis. 

 
 

2.2.1. Diaz y Ortega, en su tesis titulada “Criterios jurídicos que 

interpretan el inciso 11 del artículo 20° del código penal, en la actuación del 

ministerio público en los casos de lesiones y/o muerte realizados por efectivos 

de la policía nacional del Perú” la cual tuvo como objetivo principal establecer los 

criterios jurídicos que interpretan el inciso 11 del artículo 20° del Código Penal en 

la actuación del Ministerio Público en los casos de lesiones y/o muerte realizados 

por efectivos de la Policía Nacional del Perú, asimismo ha planteado la siguiente 

interrogante ¿Cuáles son los criterios jurídicos que interpretan el inciso 11 del 

artículo 20° del Código Penal en la actuación del Ministerio Público en los casos 

de lesiones y/o muerte realizados por efectivos de la Policía Nacional del Perú?, 

formulándose como supuesto que los criterios jurídicos son: criterio principista 

(El principio pro reo), criterio sociológico (Relación vertical entre el agente 

policial y el delincuente), criterio normativo (Derechos fundamentales del 

agente policial) y un criterio filosófico de justicia. (Diaz Arce & Ortega Gávez, 

2020) 

 
Coincidimos con lo planteado en esta investigación ya que consideramos que la 

motivación para incluir esta eximente de responsabilidad en nuestro código penal 

no es más que brindar seguridad y confianza en el accionar del buen efectivo 
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policial quien pese a seguir los pasos establecidos y reglamentados se vio 

obligado a hacer uso de un medio de defensa. Se aprecia que los criterios 

mencionados obedecen a un criterio de justificación, siendo cada uno de ellos 

aspectos a ser preguntados en relación al hecho acontecido; se erige como pilar 

fundamental el criterio filosófico de justicia para poder interpretar la situación de 

manera más cercana a la realidad de los hechos ocurridos, pues el mero hecho 

de transgredir una norma de convivencia social tan simple o de común 

conocimiento pone en un riesgo innecesario al ser y sus circunstancias, de tal 

manera que al Estado no poder permitir la perduración de ese riesgo, debe 

actuar con una fuerza medida a la altura de la magnitud de los eventos. Aún más 

si hay alguna arma desenfundada los bienes jurídicos protegidos de la persona 

humana, los más importantes, son amenazados, razón suficiente para el Estado 

Justificar el uso de fuerza incapacitante. La actuación policial, por tanto, es en 

cumplimiento de sus funciones y propia del aparato represor de un Estado 

Constitucional de Derecho. 

 
2.2.2. Mariela Mamani, en su tesis titulada “La responsabilidad penal 

sobre el uso arbitrario de la fuerza pública por efectivos policiales y militares y el 

estado de impunidad que genera la ley N° 30151” cuyo objetivo es analizar el 

uso arbitrario de la fuerza pública por efectivos policiales y militares y el estado 

de impunidad que genera la Ley N° 30151 atentando el derecho a la vida, a la 

asociación y el derecho a la indemnización por los daños y perjuicios 

ocasionados en el Caso: Rudy Huallpa Cayo – Puno 2016. Esta investigación 

tuvo como resultados obtenidos (i) El uso arbitrario de la fuerza pública por 

efectivos policiales y militares genera estado de impunidad, dado que las 

muertes o las lesiones que se ocasionan son hechos que no acarrean 

responsabilidad penal en el marco de la Ley N° 30151 que modifica el artículo 

20 numeral 11 del Código Penal, es así, que se vulnera directamente el derecho 

a la vida y la integridad física. (ii) El uso arbitrario de la fuerza pública por 

efectivos policiales y militares genera estado de impunidad, dado que en la 

realización de huelgas y reuniones la población es amenazada y perturbada, 

corriendo el riesgo de ser atacados y éstos hechos no acarrean responsabilidad 

en el marco de la Ley N° 30151 que modifica el artículo 20 numeral 11 del Código 
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Penal, es así, que se vulnera directamente el derecho a la huelga y asociación. 

(iii) Al eliminarse la frase: “en forma reglamentaria” y agregar “u otro medio de 

defensa” del Código Penal, se admite el uso de cualquier arma a los efectivos 

policiales y militares extendiendo la impunidad, al eximirse la responsabilidad 

civil, atentando el derecho a la indemnización de daños y perjuicios ocasionados. 

(MAMANI MOROCCO, 2017). 

 
Con respecto a esta investigación nos encontramos en desacuerdo ya que al 

afirmar que el hecho de eximir de responsabilidad al efectivo policial que en 

cumplimiento de su deber y sin poder preverlo cause lesiones o hasta la muerte 

en el intervenido constituye impunidad, no siendo así ya que de esta forma se 

dota de seguridad a la actuación de efectivo policial, y debe tenerse en cuenta 

que los operadores de justicia, tanto el fiscal a cargo de la investigación como el 

juez penal, analizarán cada caso con sus particularidades, ya que no se trata de 

que quede impune aquel mal efectivo policial quien abusó de su poder y con el 

uso excesivo de la fuerza menoscabe la dignidad de la persona. 

 
Un punto a tener en consideración también es la presunción de inocencia, 

derecho fundamental que asiste a todas las personas aun cuando formen parte 

de una institución armada. Por tal motivo las agresiones policiales ocurridas son 

propias de una intención delictiva ajenas a la motivación y razón de ser de la 

Policía Nacional del Perú como lo establece la Ley de la Policía Nacional del 

Perú D.L. Nº 1267. 

 
La presunción de inocencia es propia de la función del Policía, es decir, la 

ausencia de la conducta dolosa en su accionar. Por tanto, no se puede presumir 

que la actuación de un efectivo policial es con una voluntad delictiva, tal 

afirmación debe ser probada en un debido proceso. 

 

2.3. Evolución normativa. 

 
 

Artículo 20° del Código Penal 
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Jorge Pérez refiere que el artículo 20° del Código Penal peruana regula las 

principales eximentes de responsabilidad penal, figuras jurídicas que se han 

constituido en instrumentos fundamentales para la defensa por parte de los 

abogados y en la resolución de casos penales por parte de los operadores de 

justicia. (PÉREZ LÓPEZ, 2016). 

 
En esa línea añade que “la necesidad de regular las eximentes de 

responsabilidad penal se da porque en un Estado de Derecho, la pena no puede 

ser la consecuencia de un hecho jurídicamente beneficioso o indiferentes, sino 

de una infracción al orden establecido por las normas, cuya consecuencia sea la 

afectación grave de uno o varios bienes jurídicos. (PÉREZ LÓPEZ, 2016). 

 
En el año 2007 mediante Decreto Legislativo N° 982 se incorpora en el artículo 

20° del código penal como eximente de responsabilidad penal al cumplimiento 

del deber castrense o policial. Este decreto legislativo fue emitido en el marco de 

una delegación de facultades al Poder Ejecutivo para legislar con el fin de 

establecer una estrategia integral dirigida a combatir con mayor eficacia al crimen 

organizado en General y en especial los delitos de tráfico ilícito de drogas, lavado 

de activos, terrorismo, secuestro, trata de personas, así como pandilla que 

pernicioso. Es así que el artículo 1° de este decreto legislativo adiciona el inciso 

11° al artículo 20° del código penal el mismo que expresamente señalaba: “11. El 

personal de las fuerzas armadas y de la policía nacional, que en incumplimiento 

de su deber y en uso de sus armas en forma reglamentaria, cause lesiones o 

muerte”. (Decreto Legislativo N° 982, 2007). 

 
Posteriormente se dio una modificatoria mediante la Ley N° 31012 respecto a 

ello el jurista Raúl Pariona refiere que: en lo sustancial esta modificatoria, no 

cambia las reglas de imputación y eximentes de responsabilidad. Queda claro 

que las leyes en nuestro país eximen de responsabilidad penal al policía o 

miembro de las fuerzas armadas que cause estos resultados como 

consecuencia de una actuación lícita y justificada. Queda claro también que, si 

ellos matan y lesionan a personas de modo ilícito y sin justificación, haciendo 
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uso abusivo o excesivo de la fuerza, tienen responsabilidad penal. (PARIONA 

ARANA , 2020). 

 

2.4. Bases legales. 

 
 

2.4.1. Constitución Política del Perú. 

 

El artículo 1° de nuestra Carta Magna establece el fin supremo de nuestra 

sociedad y del Estado siendo este la defensa de la persona humana y el respeto 

de su dignidad. 

 

2.4.2. Código Penal. 

 
 

Nuestro código penal en su artículo 20° establece las causas que eximen la 

responsabilidad penal, para la presente investigación nos atañe lo establecido 

en el numeral 11 que expresamente señala: 

 
 
 

 
“Artículo 20°. Está exento de responsabilidad penal: 

11. El personal de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional del Perú que, 

en el cumplimiento de su deber y en uso de sus armas u otro medio de defensa, 

cause lesiones o muerte”. (Código Penal Peruano, 1991). 

 

2.4.3. Ley N° 31012, Ley de Protección Especial. 

 
 

Que en su artículo 3° señala: “El policía Nacional del Perú que hace uso de sus 

armas o medios de defensa, contraviniendo la Constitución Política del Perú, las 

normas del Derecho Internacional de los Derechos Humanos reconocidos por el 

estado peruano y la presente ley, incurrirá en responsabilidad penal y no se 

aplicará los beneficios de la presente ley”. 
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2.4.4. Ley de la Policía Nacional del Perú D.L. Nº1267. 

 
 

Artículo 2.- Funciones.- Son funciones de la Policía Nacional del Perú las 

siguientes: 1) Garantizar, mantener y restablecer el orden interno, orden público 

y la seguridad ciudadana; 2) Mantener la paz y la convivencia social pacífica, 

garantizando la seguridad, tranquilidad y orden público; 3) Promover e 

implementar mecanismos de coordinación y articulación en favor de la seguridad 

ciudadana; 4) Garantizar el cumplimiento de las leyes y la seguridad del 

patrimonio público y privado; 5) Garantizar los derechos de las personas y la 

protección de sus bienes, privilegiando de manera especial a la población en 

riesgo, vulnerabilidad y abandono, incorporando los enfoques de derechos 

humanos, género e interculturalidad en sus intervenciones. 

 

2.5. Bases Teóricas. 

 
 

2.5.1. Tipo penal abierto 

 
 

En los tipos penales abiertos el juez tiene que completar previamente el tipo 

mediante una apreciación judicial independiente que utiliza un criterio deducido 

de la ley. (García Cavero, 2019). 

En efecto, el delito de función encuentra su total comprensión con, en este caso 

particular, la ley de la policía nacional que debe ser tomada en cuenta por la 

finalidad que persigue, la misma que por su naturaleza requiere una evaluación 

más profunda por parte del juzgador que deba entender los puntos acordados. 

 
La realización del tipo no es aún un indicio de la antijuridicidad de la conducta, 

pues debe verificarse positivamente ciertos elementos especiales de 

antijuridicidad. Esta situación se presenta en los casos en los que el tipo penal 

exige una especial reprochabilidad (por ejemplo, la gravedad y el valor del 

perjuicio en el delito contra la propiedad industrial del artículo 222 del CP) o una 

actuación contraria a deberes jurídicos que no se encuentran definidos en el tipo 

penal (por ejemplo, la ilegalidad en el delito de omisión de deberes funcionariales 

del artículo 377 del CP). (García Cavero, 2019). 
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La doctrina penal se muestra poco dispuesta a admitir la figura de los tipos 

penales abiertos. Roxin señala, por ejemplo, que «es tan imposible que existan 

tales tipos penales abiertos como que haya realizaciones socialmente 

adecuadas del tipo». El tipo penal no puede, pues, ser neutral respecto del 

injusto. A este parecer cabe responder señalando que la existencia de tipos 

penales abiertos muestra con claridad la homogeneidad valorativa de las 

categorías de la tipicidad y antijuridicidad, por lo que, en casos como los 

indicados, no es incluso posible hacer una separación clara de ambas 

categorías. (García Cavero, 2019). 

 
Los tipos penales abiertos tienen lugar normalmente mediante una cláusula 

general incorporada en el tipo penal que le otorga al juez cierta discrecionalidad 

para decidir si el hecho es típico o no. Por ejemplo, una cláusula general que 

convierte en abierto el tipo penal del delito de exhibicionismo previsto en el 

artículo 183 del CP es el elemento típico de “índole obscena”. En este caso, el 

juez debe realizar una valoración que le permita concluir si la conducta concreta 

constituye, en función del contexto social de la acción, una conducta obscena. 

(García Cavero, 2019). 

 
En este sentido, luego de la revisión de la definición que le da la doctrina a esta 

clase de tipos penales podemos decir que, en el tipo penal abierto no se describe 

específicamente la conducta si no que da pase a poder incluir otras conductas 

en el tipo penal. 

 
 
 

 
2.5.2. Bienes jurídicos. 

 
Mir Puig escribe: “Mientras que el concepto político-criminal de bien jurídico hace 

depender la legitimidad de una norma penal de que sirva a la protección de 

valores merecedores de protección, la concepción de Jakobs en cierto modo 

invierte este punto de partida, y convierte a la norma per se en un objeto legítimo 
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de protección: de instrumento, que ha de ser legitimado por su fin, la norma pasa 

a ser un fin legitimador por sí mismo.” Objeta con razón que de este modo se 

pierde el efecto limitador del pensamiento del bien jurídico. 

 
Polaino Navarrete argumenta en el mismo sentido cuando afirma que “el 

Derecho penal protege bienes jurídicos, para prevenir lesiones de precisamente 

aquellos bienes jurídicos mediante los cuales confirma la autoridad de la norma 

en cuanto elemento de la estructura social.” “La norma no pretende… protegerse 

a sí misma, sino los bienes y valores en ella contenidos.” 

Roxin, C. (2013, February 3). EL CONCEPTO DE BIEN JURÍDICO COMO 

INSTRUMENTO DE CRÍTICA LEGISLATIVA. 

 

2.5.3. Principios Penales. 

 
 

César San Martín Castro afirma que acerca del Derecho Procesal, los principios 

que lo informan comprenden cuatro ámbitos: 1) los poderes, el órgano 

jurisdiccional y de las partes respecto al objeto procesal. 2) los poderes respecto 

al material de hecho. 3) los mismos poderes respecto a la dirección formal del 

proceso. 4) la forma según la cual se realizan y ordenan los actos que integran 

el proceso. Su concepción actual presenta las siguientes notas características: 

 
a. Son ideas que están en la fase de determinados conjuntos de normas 

y que se deducen de la propia ley, aunque no estén expresamente 

formuladas. 

b. Su valor no es sólo teórico, sino que tiene también repercusión práctica 

como medio auxiliar de la interpretación y como punto de partida para 

la resolución por analogía de supuestos no regulados. 

c. No tienen, sin embargo, naturaleza normativa, aunque algunos de ellos 

pueden tenerla, como completamente sucede con los principios 

establecidos en la Constitución. 

d. Su estudio tiene importancia como marco teórico adecuado para la 

discusión de las soluciones lege ferenda a los problemas básicos de 



23  

ordenación del proceso, y además su exposición tiene gran valor 

didáctico. (San Martín Castro, 2017). 

 
Sobre el particular, podemos agregar que se refiere a pilares en los 

cuales se basa el derecho penal y procesal penal a fin de garantizar el 

respeto de los derechos humanos, los mismos que son esenciales 

para preservar el Estado de derecho, toda vez que nos parametra los 

criterios. 

 

2.5.3.1. Principio Lex certa. 

 
 

La garantía de lex certa impone al legislador la obligación de formular de 

manera clara y precisa las conductas que decide tipificar, esto es, la ley 

penal no debe dar lugar a ambigüedades al momento de su aplicación, 

evitando la actuación arbitraria del juzgador. En esa línea los tipos 

penales han de redactarse con la mayor exactitud posible, evitando los 

conceptos clásicos, recoger las inequívocas consecuencias jurídicas y 

prever solo marcos penales de alcances limitados. La razón del mandato 

de determinación radica en que la reserva de la ley únicamente puede 

tener completa eficacia si la voluntad jurídica de la representación popular 

se ha expresado con tal claridad en el texto que se evite cualquier decisión 

subjetiva y arbitraria del juez. (Casación N° 456-2012-Santa, 2012) 

 
Entonces tenemos que, el principio lex certa garantiza que el tipo penal 

será formulado de manera clara especificando la conducta antijurídica, el 

cumplimiento de dicha garantía es obligación del legislador, asimismo 

contribuirá a que los operadores de justicia que eviten interpretaciones 

subjetivas den pie a decisiones arbitrarias. 
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2.5.3.2. Principio de Proporcionalidad. 

 
 

Cuando se habla de proporcionalidad, se habla fundamentalmente de justificar 

la afectación de un derecho constitucional. Se trata de determinar si existe una 

relación de equilibrio o de adecuada correspondencia entre la restricción que 

llega a sufrir un derecho constitucional, y la conservación de un bien o interés 

público que aparece precisamente como causa de la restricción. (Castillo- 

Córdova, 2004). 

 
El Tribunal Constitucional peruano, como se puede concluir de su declaración 

transcrita, acertadamente reconoce la existencia del principio de 

proporcionalidad como un principio del entero ordenamiento jurídico peruano, 

invocable por tanto en cualquiera de los ámbitos del derecho y no sólo aplicable 

para los casos de determinar la proporcionalidad de la concreta medida 

restrictiva de un derecho constitucional suspendido en un régimen de excepción. 

(Castillo-Córdova, 2004). 

 
Este principio de proporcionalidad tiene una lógica y mecánica interna en la 

determinación de la existencia de esa adecuada relación entre lo sacrificado y la 

finalidad del sacrificio, que exige someter la medida o acto cuya proporcionalidad 

se pretende evaluar a un triple juicio. Ese triple juicio está conformado por el 

juicio de idoneidad, el juicio de necesidad y el juicio de proporcionalidad sensu 

estricto. Para que una medida sea calificada de proporcionada, debe 

necesariamente superar cada uno de estos tres juicios. (Castillo-Córdova, 2004) 

 
Al respecto, podemos concluir que, este principio garantiza una determinada 

norma se aplique para un determinado caso aplicando la lógica y sopesando la 

idoneidad la necesidad y sobre todo la proporcionalidad de su aplicación en 

desmedro de un bien jurídico de menor jerarquía. 

 

2.5.3.3. Principio de Imputación necesaria. 
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La Imputación no puede reposar en una atribución más o menos vaga o 

confusa de malicia o enemistad con el orden jurídico, esto es, en un relato 

impreciso y desordenado de la acción u omisión que se pone a cargo del 

imputado, y mucho menos en una abstracción (cometió homicidio o usurpación), 

acudiendo al nombre de la infracción, sino que por el contrario debe tener como 

presupuesto la afirmación clara, precisa y circunstanciada de un hecho concreto, 

singular de la vida de una persona. Ello significa describir un acontecimiento – 

que se supone real-con todas las circunstancias de modo, tiempo y lugar que lo 

ubiquen en el mundo de los hechos (temporal y espacialmente) y la proporcione 

su materialidad concreta.” (RECURSO DE NULIDAD 2823-2015, VENTANILLA, 

2017). 

La responsabilidad del Estado es fundamentar suficientemente el por qué de su 

accionar, pues el resultado de un proceso penal es lesivo a un derecho 

fundamental, esa lesión está amparada por el Estado mismo por ser necesario 

para la sociedad el reeducar, resocializar a la persona culpable. 

 

2.5.3.4. Principio de retroactividad benigna. 

 
 

El Tribunal Constitucional en el fundamento 4° de la Sentencia en el Expediente 

N° 02744-2010-PHC/TC señala que “El principio de retroactividad benigna, 

entonces, propugna la aplicación de una norma penal posterior a la comisión del 

hecho delictivo, a condición de que dicha norma contenga disposiciones más 

favorables al actor. Ello, sin duda alguna, constituye una excepción al principio 

de irretroactividad de la aplicación de la ley sustentada en razones político- 

criminales, en la medida en que el Estado no tiene interés (o no en la misma 

intensidad) en sancionar un comportamiento que ya no constituye delito (o cuya 

pena ha sido disminuida) y, esencialmente, en virtud del principio de humanidad 

de las penas, el cual se fundamenta en la dignidad de la persona (artículo 1º 

de la Constitución)”. (Expediente N° 02744-2010-PHC/TC, 2010). 

 
A nuestro entender, si un hecho delictivo sancionado por una determinada norma 

es cometido durante su vigencia en virtud al principio de legalidad es esa norma 

la que se le debe aplicar, sin embargo, si posteriormente a la comisión de dicho 
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acto delictivo se publicará una norma que sanciona dicha conducta con una pena 

menor a la establecida de conformidad al principio de retroactividad benigna se 

debería aplicar esta última norma ya que lo favorece. 

 
 
 
 
 

2.5.3.5. Principio de igualdad. 

 
A fin de comprender con mayor claridad los alcances del principio de igualdad, 

citamos los criterios tomados en la publicación del instituto interamericano de 

derechos humanos en donde Owen Fiss como Roberto Saba establecen en: 

 
“que la visión de la igualdad como no discriminación, se queda corta 

frente a las desigualdades sociales existentes y frente a las prácticas de 

exclusión que perpetúan dichas desigualdades; mientras que la idea de 

igualdad estructural busca reducir las “raíces” de donde se originan dichas 

desigualdades –mediante el desarrollo de prácticas que permitan nivelar 

las situaciones de desventaja que viven ciertos grupos– siendo un 

mecanismo nivelador de alcances más profundos. Es interesante analizar 

, tal como lo menciona Fiss, que el establecimiento del concepto de 

igualdad estructural permite la creación de un “argumento que represente 

el ideal de la igualdad, un principio que dé mejor cuenta de la realidad 

social, y que haga foco más claramente en la cuestiones sobre las que es 

preciso decidir en los casos de igual protección de la ley”137; 

estableciendo por ende que esta visión estructural de la igualdad no se 

vincula a la irracionabilidad (funcional o instrumental) “del criterio escogido 

para realizar la distinción, sino que entiende que lo que la igualdad ante 

la ley persigue es el objetivo de evitar la constitución y establecimiento de 

grupos sometidos, excluidos o sojuzgados por otros grupos. Según esta 

perspectiva, evitar la cristalización de un grupo excluido, sometido o 

sojuzgado es lo que parece subyacer como fundamento del principio de 

igualdad ante la ley”. 
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Por otro lado, y a fin de seguir delineando las características de ambos 

conceptos de igualdad, es interesante analizar el funcionamiento de las 

“categorías sospechosas” justamente porque estas están controladas 

según el concepto de igualdad que se adopte, como puede analizarse a 

continuación, según lo establecido por Saba: 

 
 
 

 
1. Desde la perspectiva de la igualdad como no-discriminación, las 

categorías sospechosas se referían a aquellos criterios utilizados para 

realizar diferencias entre las personas y que nunca parecerían justificarse 

como criterios que puedan superar el test de razonabilidad funcional o 

instrumental. 

 
2. Desde la perspectiva de la igualdad como no-sometimiento, las 

categorías sospechosas sólo serían aquellas que se refieran a una 

condición que se asocie con la caracterización de un grupo 

sistemáticamente excluido, sometido o sojuzgado por otro u otros grupos 

dentro de una estructura social medianamente cristalizada”. 

(Instituto Interamericano de Derechos Humanos. (2011). Derechos 
humanos, seguridad ciudadana y funciones policiales). 

 
Es destacable el aporte de O. Fiss, quien nos ilustra alegando que: “Tratar igual’ 

no significa ‘tratar a todos los individuos como si fueran los mismos’, 

estableciendo una distinción que cuesta traducir fielmente al español, entre 

equality y sameness, que sería equivalente como ‘trato igual’ versus ‘trato 

idéntico”. 

 
2.5.4. Antijuricidad. 

 
 

A fin de explicar la antijuricidad, Elky Villegas cita a Quintero Olivares quien 

refiere: “positivamente la antijuridicidad supone que un acto (típico) ha ofendido 

material y formalmente a un bien jurídico, lo ha dañado, vulnerado, destruido o 
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puesto en peligro; este acto se corresponde con una de las especies de ataque 

a ese bien jurídico legalmente amenazadas de pena (tipos). Negativamente la 

antijuridicidad se manifiesta a través de lo que se conoce como causas de 

justificación. Cuando una de esas concurre, aquel acto que por ser típico era en 

principio (indiciariamente) antijurídico resultará justificado”. (Villegas Paiva, 

2017) 

 
A su vez cita a Mario Garrido quien refiere que “el análisis de la antijuridicidad se 

dirige a establecer si la ejecución de un acto típico – que, por ser precisamente 

típico, por lo General es ya contrario a Derecho- está excepcionalmente 

permitida por el propio Derecho en una situación especial. 

 
De modo que sólo se podrá decidir que un hecho es definitivamente contrario a 

Derecho cuando se haya constatado que el ordenamiento jurídico no autoriza, 

en una situación específica, la ejecución de un comportamiento típico, por lo 

tanto, en el filtro de la antijuridicidad se realiza la comprobación de que un acto 

en principio prohibido por la norma penal no se haya excusado por una causal 

de justificación”. (Villegas Paiva, 2017). 

 
En cuanto a la antijuricidad podemos decir que esta corresponde a la calificación 

de una conducta dentro de un tipo penal, si es así estamos frente a una conducta 

antijurídica. 

 

2.5.5. Causas de justificación. 

 
 

Cuando una conducta queda subsumida dentro de un tipo penal, se avance en 

el proceso de imputación penal, por lo que corresponderá analizar la antijuricidad 

de dicho comportamiento, ahora sí esa conducta se halla amparada en una 

causa de justificación, significa que el ordenamiento jurídico la considera lícita, 

trayendo como consecuencia que decaiga la imputación atribuida 

indiciariamente a nivel de la tipicidad. En tal sentido, las causas de justificación 

– como ya se ha dicho – operan como estructuras de descargo de la imputación, 

pues la conducta desplegada en esos supuestos concretos abarca dos por las 
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causas de justificación, se la considera conforme a derecho, es decir no se habría 

creado un riesgo prohibido susceptible de sanción penal, sino que se trataría de 

un riesgo permisible (pero sólo en esas especiales circunstancias). (Villegas 

Paiva, 2017). 

 
Percy García Cavero, citado por Villegas Paiva, afirma que las causas de 

justificación son contextos especiales de actuación en los que, si se dan 

determinadas condiciones, decae la competencia jurídico-penal del autor de una 

conducta socialmente perturbadora. (Villegas Paiva, 2017). 

 
Asimismo, indica que, el error en las causas de justificación puede surgir también 

por valoraciones defectuosas, en la medida en que el autor considera que las 

características de su actuación se ajustan a las condiciones de la causa de 

justificación correspondiente. La doctrina penal trata estos supuestos como error 

de prohibición indirecto, lo que significaba ubicar este supuesto de rol en el plano 

de la culpabilidad. (Villegas Paiva, 2017). 

Entonces, debemos advertir que del análisis para determinar si una conducta 

constituye un hecho típico, es decir si calza dentro de un supuesto del tipo penal, 

debemos analizar si estamos frente a una conducta antijurídica. Para ello primero 

debemos deslindar que se encuentran presentes causas de justificación. 

 

2.5.6. Legítima defensa. 

 
 

Elky Villegas, citando a José Hurtado, refiere que la legítima defensa, cuyos 

antecedentes se remontan a las épocas más antiguas de la humanidad, se ha 

convertido en la causa de justificación de mayor trascendencia en la praxis 

judicial, lo que ha ocasionado también su mayor tratamiento las exposiciones 

teóricas de los cursos de Derecho Penal- Parte General, asimismo es recepción 

nada por todas las legislaciones, incluso nuestro país goza de consagración 

constitucional. (Villegas Paiva, 2017) 

 
En esa línea, citando a Percy García refiere que la legítima defensa justifica la 

realización de la conducta típica por parte de quien obra en defensa de bienes 
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jurídicos propios o de terceros ante una agresión ilegítima. Esta causa de 

justificación supone dos actos de organización. Por un lado, el acto de 

organización del agresor y, por el otro, el acto de organización de defensa. Este 

último acto de organización constituye una actio dúplex, en la medida en que 

puede verse como una afectación al agresor, pero también, y fundamentalmente, 

como un acto de defensa de intereses penalmente relevantes. (Villegas Paiva, 

2017) 

 
Elky Villegas afirma que la legítima defensa se configura por la presencia de dos 

grupos de elementos: objetivos y subjetivos. Los primeros son la agresión 

ilegítima, la necesidad racional del medio empleado en la falta de provocación 

suficiente de quien hace la defensa. 

 

Al respecto señala que no considera que la agresión ilegítima merezca el mismo 

tratamiento que la necesidad racional del medio empleado o que la falta de 

provocación suficiente, ya que el primero de los elementos objetivos nombrados 

esa que va a habilitar el escenario en el cual se ejercitará la legítima defensa, de 

ahí que será más apropiado denominarlo “presupuesto”: mientras que el 

segundo y el tercero son elementos que van a determinar el ejercicio mismo de 

la defensa (una vez que la posibilidad de ejercitar la ha sido habilitada), motivo 

por el cual es preferible denominarlos requisitos. 

En lo atinente al elemento subjetivo se considerará la exigencia de conocimiento 

de la situación de justificación. (Villegas Paiva, 2017). 

 
CÉSAR ABRAHAM NEYRA CRUZADO* nos recuerda en una revista de derecho 

de la PUCP que: 

«La legítima defensa es el caso más unívoco y tangible de causal de 

justificación. Aquí se puede reconocer notoriamente al ilícito agresor frente al 

derecho defendido […] básicamente la legítima defensa no depende de una 

ponderación de intereses en disputa, la defensa se determina según la 
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peligrosidad e intensidad de la agresión y no de acuerdo al valor del bien 

atacado» (Rodríguez Hurtado, Ugaz Zegarra, Gamero Calero & Schönbohm, 

2012, p. 80). Es decir, existe una habilitación legal para lesionar al agresor. 

 
A nuestro parecer, un efectivo policial en una situación límite ejerce la legítima 

defensa a favor de terceros, de la población amenazada. Sumado a ello, tal 

conducta es propia de un policía, es hecho acorde a su deber y se debe presumir 

de tal forma salvo prueba en contrario. 

 
La legítima defensa en nuestro ordenamiento jurídico. 

 

 

Nuestra carta magna reconoce el derecho de toda persona a la legítima defensa 

en su artículo 2° inciso 23, encontramos también regulada la legítima defensa en 

nuestro código penal en el artículo 20° inciso 3, que señala expresamente lo 

siguiente: 

 
“Artículo 20°. - Está exento de responsabilidad penal: 

El que obra en defensa de bienes jurídicos propios o de terceros, siempre que 

concurran las circunstancias siguientes: 

a) Agresión ilegítima. 

b) Necesidad racional del medio empleado para impedirla o repelerla. Se 

excluye para la valoración de este requisito el criterio de proporcionalidad 

de medios, considerándose en su lugar, entre otras circunstancias, la 

intensidad y peligrosidad de la agresión, la forma de proceder del agresor 

y los medios de que se disponga para la defensa. 

c) Falta de provocación suficiente de parte del que se defiende.” (Código 

Penal Peruano, 1991) 

 
Cabe precisar que la agresión ilegítima, la necesidad racional del medio 

empleado y la falta de provocación suficiente de quien hace la defensa tienen 

que ser concurrentes según nuestra normativa penal. Y es que toda actuación 
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del Estado por medio de sus servidores, el efectivo policial, debe ser en el marco 

de la legalidad y del respeto a los derechos humanos aun cuando los ciudadanos 

infractores o con conductas delincuenciales no lo hagan. 

 
2.5.7. Cuestión previa. 

 
 

Víctor Arbulú refiere que la cuestión previa es un medio de defensa técnico que 

procede cuando el fiscal decide continuar con la investigación preparatoria, 

omitiendo un requisito de procedibilidad explícitamente previsto en la ley. Si el 

órgano jurisdiccional la declara fundada, se anulará lo actuado. Asimismo, debe 

anotarse que esto no genera cosa juzgada y pese a la anulación de lo actuado, 

el Ministerio Público si estás satisface el requisito omitido, la investigación 

preparatoria podrá reiniciarse. (Arbulú Martínez, 2017) 

 
La procedencia de la cuestión previa se encuentra establecida en el artículo 4° 

de nuestro código procesal penal, que expresamente señala lo siguiente: 

 

“Artículo 4°. - Cuestión previa: 

 
 

1. La cuestión previa procede cuando el Fiscal decide continuar con la 

Investigación Preparatoria omitiendo un requisito de procedibilidad 

explícitamente previsto en la Ley. Si el órgano jurisdiccional la declara 

fundada se anulará lo actuado. 

 
2. La Investigación Preparatoria podrá reiniciarse luego que el requisito 

omitido sea satisfecho” (Código Procesal Penal del Perú, 2004). 

 

2.5.8. El cumplimiento del deber. 
 

Raúl Pariona señala que en un Estado Constitucional de Derecho es deber del 

sistema jurídico-político preservar la seguridad de sus ciudadanos y garantizar 

el orden público, asignando a los miembros de la Policía Nacional del Perú la 

función de ser actores productivos y encargados de sofocar todo viso de 

conflictividad social. (PARIONA ARANA , 2020) . 
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2.5.9. Eximentes de responsabilidad. 

 

 
Las eximentes se erigen como figuras flexibilizadoras de un proceso que es 

capaz también de comprender el infinito abanico de posibilidades que pueden 

concurrir en las motivaciones que impulsan el comportamiento de las personas, 

dada su propia naturaleza humana. 

 
De tal forma el Estado, aunque no debe dejar de lado la autoridad y rigidez que 

se espera de la naturaleza de la Ley, concede eximentes de responsabilidad 

para asegurar el cuidado de otros bienes jurídicos. 



34  

CAPÍTULO III 

FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 

3.1. MÉTODO DE INVESTIGACIÓN: 

 
Durante nuestra elaboración de nuestro trabajo de insuficiencia profesional, se 

utilizó la investigación DESCRIPTIVA, este es un tipo de investigación que se 

encarga de describir la población, situación o fenómeno alrededor del cual se 

centra en su estudio. Esta brinda la información acerca del qué, cómo, cuándo 

y dónde, con relación al problema de investigación que esta por realizarse, sin 

darle prioridad a responder al ¿por qué? ocurre dicho problema. Se optó por 

este tipo de investigación puesto que se nos designó el Acuerdo Plenario 05- 

2019-/CIJ-116; como grupo recopilamos información en base al presente tema. 

Por lo que, no puede ser utilizado otro tipo de investigación ya que ninguno se 

acopla a lo mencionado. 

 
 
 

3.2. PROBLEMAS: 

 

3.2.1. PROBLEMA GENERAL: 

 
● ¿El Acuerdo Plenario N° 05-2019/CIJ-116 sobre Actuación policial y 

exención de responsabilidad penal afecta el derecho de acceso a la 

justicia de la víctima? 

 
3.2.2. PROBLEMAS ESPECÍFICOS: 

 
● ¿Constituye vulneración al derecho de acceso a la justicia de la víctima 

cuando se exime de responsabilidad al efectivo policial que la lesiona? 

 
● ¿Existe vulneración al principio de igualdad cuando se exime de 

responsabilidad al efectivo policial que lesiona por excesivo uso de la 

fuerza? 

https://www.lifeder.com/tipos-investigacion-cientifica/
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3.3. OBJETIVOS: 

 
3.3.1. OBJETIVO GENERAL: 

 
● Determinar si el Acuerdo Plenario N° 05-2019/CIJ-116 sobre Actuación 

policial y exención de responsabilidad penal afecta el derecho de acceso 

a la justicia de la víctima. 

 
 
 

3.3.2. OBJETIVO ESPECÍFICO: 

 
● Determinar si constituye vulneración al derecho de acceso a la justicia 

de la víctima cuando se exime de responsabilidad al efectivo policial que 

la lesiona. 

 
● Determinar si existe vulneración al principio de igualdad cuando se 

exime de responsabilidad al efectivo policial que lesiona por excesivo 

uso de la fuerza. 

 
3.4. VARIABLES: 

 
3.4.1. INDEPENDIENTE: 

 
● Actuación policial y exención de responsabilidad penal. 

 
3.4.2. DEPENDIENTE: 

 
● Afectación del derecho de acceso a la justicia de la víctima. 

 
3.5. SUPUESTOS: 

 
3.5.1. GENERAL: 

 

● El Acuerdo Plenario N° 05-2019/CIJ-116 sobre Actuación policial y 

exención de responsabilidad penal afecta el derecho de acceso a la 

justicia de la víctima. 
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3.5.2. ESPECÍFICOS: 

 
● Constituye una vulneración al derecho de acceso a la justicia de la 

víctima cuando se exime de responsabilidad al efectivo policial que la 

lesiona. 

 
● Existe vulneración al principio de igualdad cuando se exime de 

responsabilidad al efectivo policial que lesiona por excesivo uso de la 

fuerza. 
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CAPÍTULO IV 
 

METODOLOGÍA 

 

4.1. METODOLOGÍA: 

 
● El presente trabajo de investigación se enmarca dentro del nivel de 

investigación DESCRIPTIVA se analizan los datos reunidos para 

descubrir así, cuáles variables están relacionadas entre sí. Esta se 

centra en las realidades de hecho, para así poder tener un correcto 

análisis e interpretación de aquellas investigaciones en las cuales 

se va realizar de manera detallada en el presente tema. 

Según Tamayo y Tamayo (2006), “El tipo de investigación 

descriptiva, comprende la descripción, registro, análisis e 

interpretación; el enfoque se hace sobre conclusiones dominantes 

que funciona en el presente” Con respecto a ello expresamos 

nuestra consideración con este concepto ya que la investigación 

descriptiva es detallar aquellos conceptos para conocer sus 

características o cualidades, o su estado, y finalmente extraer 

conclusiones, que se realiza con las partes que la constituyen. 

● Utilizamos la investigación descriptiva, porque este tipo de 

investigación es la que más se asemeja y se puede aplicar al 

presente trabajo de suficiencia profesional, ya que se debe al 

análisis sistemático de aquellos problemas que suceden en la 

realidad, con el propósito bien sea de describirlos, interpretarlos, 

entender la naturaleza y factores que constituyen a ello, explicar 

sus causas y efectos, o anunciar su ocurrencia, haciendo uso de 

los métodos característicos de cualquiera de los paradigmas o 

enfoques de las investigación conocidas o en desarrollo. Los datos 

de interés son recogidos en forma directa de la realidad; en este 

sentido se trata de investigaciones a partir de datos originales cabe 

precisar que para el desarrollo de este tipo de investigación se tuvo 
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que corroborar con el asesor metodológico para un mejor 

desarrollo. 

 
 

4.2. MUESTRA: 

 
● En la investigación tenemos como muestra al Acuerdo Plenario N°05- 

2019-/CIJ-116 sobre actuación policial y exención de la pena. 

 
4.3. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE DATOS: 

 
● Las técnicas a utilizarse en el presente trabajo de investigación son 

las que a continuación se detallan: 

 
• ANÁLISIS DE DOCUMENTOS, con esta técnica se obtendrá la 

información sobre el Acuerdo Plenario en estudio, así como el 

artículo N° 22 del código penal peruano. 

 
• FICHAJE DE MATERIALES ESCRITOS, para obtener la 

información general del marco teórico y la situación de la 

legislación, para una determinada conceptualización. 

 
4.4. PROCEDIMIENTO DE RECOLECCIÓN DE DATOS: 

 

 Se procedió a analizar de manera detallada el Acuerdo Plenario 05- 
2019-/CIJ-116, para el cual se hizo uso del material brindado por la 
legislación: constitución política del Perú, código penal peruano, 
jurisprudencia, etc. 

 La recolección de información estuvo a cargo de los autores 

 Durante la realización del presente trabajo se aplicó los principios éticos 
y morales 

 
 

4.5. VALIDEZ Y CONFIABILIDAD DEL ESTUDIO: 
 

Los instrumentos que son utilizados en esta investigación son el Acuerdo 

Plenario N° 05-2019/CJ-116, la ley vigente y jurisprudencia emitida por las Salas 

Penales, Transitorias y Especial por la Corte Suprema de Justicia de la 
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Republica, a partir de ello otorgaremos a la información recabada, exactitud y 

consistencia necesaria para un mejor análisis, tomando en cuenta que este tipo 

de investigación es descriptivo en estudio. 

 
4.6. PLAN DE ANÁLISIS, RIGOR Y ÉTICA: 

 
En el análisis de la información extraída del Acuerdo Plenario N° 05-2019- 

/CIJ-116 sobre actuación policial y exención de la pena, se siguió el 

procedimiento de investigación descriptiva, habiéndose revisado no sólo el 

Acuerdo Plenario, sino también las normas vigentes, la doctrina 

desarrollada y la jurisprudencia emitida por las Salas Penales, Transitorias 

y Especial por la Corte Suprema de Justicia de la Republica; tomándose 

también como referencias las investigaciones relacionadas al tema que 

anteceden al presente trabajo de investigación. 

 
El análisis realizado y la información extraída de la doctrina y jurisprudencia 

se han llevado a cabo con absoluto respeto citando y referenciando a cada 

autor y su obra, así como a cada órgano jurisdiccional y su sentencia. 

 
De acuerdo a lo que establece la Propiedad Intelectual, que abarca todas 

las creaciones provenientes del intelecto humano, y está conformada por 

dos grandes ramas, los: Derechos de Autor y la Propiedad Industrial; en ese 

sentido podemos precisar que el fundamento de la presente investigación, 

como del proyecto propuesto, es de autoría de sus integrantes, por lo que 

afirmamos, que hemos respetado en todo momento la autoría intelectual de 

nuestras fuentes bibliográficas. 
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CAPÍTULO IV 
 

RESULTADOS 
 

 

Del análisis del Acuerdo Plenario de la presente investigación se logró obtener 

los resultados siguientes: 

 
1. El Acuerdo Plenario N° 05-2019/CIJ-116 sobre Actuación policial y 

exención de responsabilidad penal no afecta el derecho de acceso a la 

justicia de la víctima pues éste no comprende solamente el accionar 

policial, las demás instituciones del Estado están en la obligación y 

cumplen activamente brindar el servicio de acceso a la justicia, como, por 

ejemplo: El Poder Judicial, el Ministerio Publico, Ministerio de Justicia, 

Defensoría del Pueblo, etc. 

 
2. No existe vulneración al principio de igualdad cuando se exime de 

responsabilidad al efectivo policial que lesiona por excesivo uso de la 

fuerza pública, siendo el mismo trato que se espera para toda aquella 

persona que infrinja una norma penal, por lo que se ejerce violencia para 

reestablecer el orden social y cuando se pone en riesgo bienes jurídicos 

tutelados como la salud y la vida de la persona humana, pero estos se 

encuentran justificados. 

 
3. Se precisa la voluntad de hacer valer la legítima defensa del agente del 

orden ya que es un caso especial del estado de necesidad que conlleva a 

la acción y el efecto de defender o defenderse, pues el Estado está en la 

obligación de garantizar la seguridad jurídica tanto de los ciudadanos como 

la de los policías. 
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4. Las leyes vigentes en el país sobre esta materia no son instrumentos para 

generar impunidad en casos de exceso o abuso. Al dictar sus resoluciones 

los jueces Supremos en lo Penal no deben olvidar el principio de igualdad 

ante la ley y el valor jurídico de ella, está plasmado en el Artículo 7 de la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos, siendo importante 

además considerar los pronunciamientos del de la Corte IDH, el Supremo 

Tribunal Español y el TEDH. 

 
 

 
5. Es imponderable que la Policía Nacionale del Perú y las Fuerzas Armadas 

del Perú, que deben hacer cumplir la ley, tener en cuenta los alcances y 

límites de esta eximente de responsabilidad penal. En este sentido, la 

expresión “en cumplimiento de su deber y en uso de sus armas u otro 

medio de defensa”, que figura en el inciso 11 del artículo 20, debe 

interpretarse de conformidad a lo establecido por las convenciones y 

compromisos internacionales suscritos por el Perú, en materia de 

derechos fundamentales. 
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CODIGO PENAL PERUANO 

INIMPUTABILIDAD 
RESULTADO DE MI 

GRUPO 

ARTICULO 20° 

 

 
INCISO 11: 

El Personal de las Fuerzas 
Armadas y de la Policía 

Nacional del Perú que, en el 
cumplimiento de su deber y 
en uso de sus armas u otro 
medio de defensa, cause 

lesiones o muerte 

 
El grupo mantiene la 
posición de que los 

miembros de la Policía y 
los miembros de las 

Fuerzas Armadas, usen 
sus armas en forma 

reglamentaria evitando así 
una posible sanción y los 

daños que puedan 
ocasionar en la sociedad. 

En este extremo también 
no existe una vulneración 
al Principio de Igualdad, 

cuando se exime de 
responsabilidad al efectivo 

policial que lesiona 
excesivo uso de la fuerza 

pública por lo que se 
ejerce violencia para 
reestablecer el orden 

social y cuando se afecte 
bienes jurídicos tutelados 

como la salud. 



43  

 
 
 

CAPÍTULO V 
 

DISCUSIÓN 
 

Del estudio del XI Pleno Jurisdiccional de las Salas Penales Permanentes, 

Transitorio y Especial se ha debatido sobre la actuación policial y las fuerzas 

armadas del Perú debido a que existía una serie de casos de una mala 

intervención policial, es así que se puede mencionar algunos ejemplos 

suscitados en la coyuntura a nivel nacional: 

 
a. El hecho en el cual un presunto delincuente entro a un mercado y 

sustrajo una cartera e inmediatamente salió corriendo, percatándose 

un efectivo policial que estaba de civil generando una persecución 

donde el efectivo solicito que se detenga por varias veces, entonces 

como el sujeto seguía corriendo, el agente del orden saco su arma y 

le dio tres disparos en la espalda, cabe mencionar que el presunto 

delincuente no se encontraba con algún arma de fuego o algún objeto 

punzo cortante que pusiera en peligro a las personas y al efectivo 

policial. 

 
b. El caso de otro policía que abatió a un presunto delincuente por robar 

un celular en Piura, esta situación renovó el debate público sobre el 

uso de la fuerza policial. En un primer momento, el suboficial PNP 

Elvis Miranda Rojas fue apresado preventivamente a pedido de la 

Fiscalía, que acusaba una utilización desproporcionada e innecesaria 

del arma reglamentaria. El Ministerio del Interior respaldo a tal efectivo 

policial, pero la orden fue confirmada en segunda instancia tras una 

apelación. Sin embargo, en febrero del año 2019, el Poder Judicial de 

Junín acogió un recurso de sobreseimiento a favor del agente y este 

fue liberado bajo comparecencia restringida. En julio, la Fiscalía 

formalizó acusación contra Miranda y pidió 20 años de prisión. 

https://rpp.pe/politica/actualidad/suboficial-elvis-miranda-los-dias-que-estuve-en-prision-reforzaron-mi-decision-de-estudiar-derecho-noticia-1180890
https://rpp.pe/politica/gobierno/elvis-miranda-mininter-ratifica-apoyo-a-suboficial-30-millones-de-peruanos-reclaman-justicia-para-este-policia-video-noticia-1213986
https://rpp.pe/peru/actualidad/fiscalia-pide-20-anos-de-carcel-para-policia-elvis-miranda-acusado-de-asesinar-a-presunto-delincuente-noticia-1210961
https://rpp.pe/peru/actualidad/fiscalia-pide-20-anos-de-carcel-para-policia-elvis-miranda-acusado-de-asesinar-a-presunto-delincuente-noticia-1210961
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c. Era de madrugada cuando un policía dio el alto a un coche 

sospechoso y pidió la documentación a los dos ocupantes quienes se 

negaron a tal hecho, en un descuido los presuntos delincuentes dieron 

marcha atrás a toda velocidad para escaparse, entonces el policía fue 

detrás de ellos; 

 
sacó el arma, hizo dos disparos, uno en el ante brazo, y otro en la cabeza, 

dejando sin vida a uno de ellos. Es así que surge esta discusión, de que resulta 

innecesario disparar contra la persona que eligió la opción de fugar por la 

presencia policial, salvo que la vida o la integridad de los agentes del orden o 

terceros se halle en riesgo real, inminente y actual por quien se fuga. El Acuerdo 

Plenario N° 05-2019-CIJ-116, indica los precedentes vinculantes más 

importantes de acuerdo a ello se dará una mejor aplicación del artículo 20 inciso 

11. 

 
Al respecto como resultado en esta investigación planteamos ciertos supuestos 

específicos, entre ellos, que constituye vulneración al derecho de acceso a la 

justicia de la víctima cuando se exime de responsabilidad al efectivo policial que 

la lesiona, advertimos n obstante, que el hecho de que un efectivo policial en 

cumplimiento de su deber lesione al intervenido y por tal acción se encuentre 

eximido de responsabilidad no vulnera el derecho de acceso a la justicia del 

intervenido lesionado pues el Estado brinda los mecanismos pertinentes, para 

acceder a la justicia, por el afectado. 

 
Cuando el fiscal solicite orden de prisión preventiva contra un agente por 

presunto abuso de la fuerza, el juez debe valorar si cumple con los principios de 

proporcionalidad y excepcionalidad para el caso concreto, además de considerar 

lo resuelto en situaciones similares (precedentes) a nivel local o internacional, ya 

que estas normas son de aplicación obligatoria en concordancia con los 

derechos fundamentales de la persona humana. A este respecto, el Acuerdo 

Plenario 05-2019-CIJ-116 indica en el fundamento vinculante N° 58 que las 

normas establecen el cumplimiento responsable y sensato de las leyes, por lo 
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que en esta línea se formula una modificatoria, que se resume en el cumplimiento 

del deber del efectivo policial y el uso de sus armas en forma reglamentaria. Por 

tanto, se exige intervenciones policiales “razonablemente respetuosas” de los 

derechos fundamentales de las personas. 

 
 
 
 
 

 
Con relación a lo mencionado en el precedente vinculante N° 58; los agentes del 

orden deben capacitarse acerca de usar “el medio empleado”, ya que a través 

de las capacitaciones se podrá proteger la vida e integridad, tanto del agente 

como también de terceras personas; esto es con el propósito de que realicen sus 

deberes de acuerdo a lo que dicta la ley. Los jueces y fiscales tendrán que 

descartar o no la relevancia penal del uso de la fuerza de parte de un agente del 

orden, en función de su correspondencia con lo que dicta la Corte IDH, el 

Supremo Tribunal Español y el TEDH. 

 
Los comportamientos que expresan el cumplimiento de deberes están 

amparados, en clave de imputación objetiva, esta es la atribución de una 

acción a un resultado, cuando esa acción crea un peligro no permitido o 

jurídicamente desaprobado, siendo dicho resultado lógico del riesgo creado, es 

decir, de la concreción de dicho peligro, dentro del principio del riesgo permitido, 

pues no dan cuenta de conductas que comuniquen un desconocimiento de las 

libertades u obligaciones jurídicas. 

 
Diaz y Ortega, en su tesis titulada “Criterios jurídicos que interpretan el artículo 

20º del código penal, en la actuación del ministerio público en los casos de 

lesiones y/o muerte realizados por efectivos de la policía nacional del Perú”. 

Coincidimos con el título de Diaz y Ortega, ya que es la motivación para incluir 

esta eximente de responsabilidad en nuestro código penal pero no es más que 

brindar seguridad y confianza en el accionar del buen efectivo policial. 
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Mariela Mamani en su tesis titulada: “La responsabilidad penal sobre el uso 

arbitrario de la fuerza pública por efectivo policiales y militares y el estado de 

impunidad que genera la ley Nº 30151”, cuando afirma que el hecho de eximir 

de responsabilidad al efectivo policial que en cumplimiento de su deber y sin 

poder preverlo cause lesiones o la muerte en el intervenido constituye 

impunidad”. No estamos de acuerdo con Mariela Mamani con respecto al uso 

arbitrario de la fuerza pública por efectivos policiales y militares al presuntamente 

generar estado de impunidad, y que estas las muertes o las lesiones son hechos 

que no acarrean responsabilidad penal, sin embargo, lo que nosotros analizamos 

es que las posibles actuaciones que emplean algunos agentes del orden, quien 

hace abuso de su poder como autoridad y con el uso excesivo de la fuerza; 

vulnera directamente la vida y la integridad física, y estos recibirían una pena 

menor que la justa aplicación de la ley implicaría. 
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CAPÍTULO VI 
 

CONCLUSIONES 

Nuestras conclusiones son las siguientes: 
 

1. Se puede apreciar, que aquellos actos contrarios a la ley, muestran que 

hay una delgada línea que separa la conducta ilícita y punible de la licitud 

en el accionar policial, pues aun cuando haya una apariencia de ilegalidad, 

tal acción no debería ser punible puesto que obedece a una necesidad 

propia del Estado para poder cautelar los bienes jurídicos fundamentales 

por medio del uso de la fuerza. Esta capacidad, monopolizada por el 

Estado, debe auto limitarse, encontrar una justificación razonable para 

poder legitimar el ejercicio de dicha violencia ante una agresión que tenga 

como naturaleza ser ilegítima. 

 
2. Comprendemos para que los agentes del orden puedan realizar a 

cabalidad el cumplimiento de sus funciones es necesario que se 

encuentre dotado de conocimientos jurídicos, y es por ello que 

consideramos que el Acuerdo Plenario N° 05-2019/CIJ-116 en estudio, 

permite entender que en cumplimiento de sus deberes no deben realizar 

actos inhumanos que afecten a la dignidad, integridad, vida y salud, ya 

sea de los agentes del orden o de terceras personas. 

 

 
3. Es deber del Ministerio del Interior equipar a sus policías con “medios no 

letales eficaces” para que estos sean utilizados en forma reglamentaria, 

empleando la fuerza en cumplimiento de la ley, en la mayoría de 

situaciones justificables a su función. El uso de los medios letales, es 

siempre la excepción y se aplica de estricta necesidad solo en situaciones 

extremas. 

 
4. Debemos tener en cuenta con respecto al precedente vinculante N° 59 

que el proceso penal es inmediato y no cabe la aprobación de una 

“cuestión previa como condición para el inicio de la investigación 
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preparatoria”. Esto quiere decir que ni el fiscal ni la defensa del imputado 

pueden pedir que se dilucide algún aspecto de fondo como, por ejemplo, 

el tema de si la acción constituye realmente delito; a puertas de abrir el 

caso. 

 
5. Consideramos que el cumplimiento de un deber no tiene por qué conducir 

a una excepcional autorización que se base en la realización de un 

comportamiento típico, pero finalmente justificado; sino todo lo contrario, 

pues el cumplimiento de los deberes jurídicos que surgen de una 

determinada posición jurídica es parte del estado normal de interacción 

social, que en el marco de una democracia constitucional como la nuestra, 

en modo alguno podría considerarse como un riesgo jurídicamente 

prohibido. 

 
6. Concluimos que los criterios aportados por Diaz y Ortega, son los más 

idóneos para poder comprender y explicar la validez de la eximente de 

responsabilidad. 

a) criterio principista. 

b) criterio sociológico. 

c) criterio normativo. 

d) criterio filosófico de justicia. 

 
 

Por lo tanto, la mejor forma de interpretación de la norma es bajo una 

interpretación teleológica porque se da en el sentido; que se pretende 

encontrar la finalidad o el propósito buscado de la presente investigación 

y sistemática porque los contextos detallados se pueden influir en la 

interpretación actual de las normas, permitiendo así entender el criterio 

adoptado por el XI Pleno. 
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CAPÍTULO VI 
 

RECOMENDACIONES 
 
 
 
 

1. Se debe poner en práctica la eximente de obrar en cumplimento de un 

deber, que esta no comprende aquellos actos inhumanos, prohibidos en 

nuestra Constitución Política del Perú, ya que resulta una contravención 

grave contra la dignidad de la persona, que para que se efectué esta 

causa de justificación es necesario que el agente actúe con el ánimo o 

voluntad de cumplir con su deber. En cierto sentido para que sea de 

aplicación esta eximente; es preciso que la violencia empleada sea la 

menor posible para el fin que se desea obtener y en este caso se utilice 

el medio menos peligroso. 

 
2. Se deben de aplicar los principios de necesidad y proporcionalidad ya que 

son imprescindibles, cuando un agente ejerce su deber y hace uso de una 

fuerza mayor. Así se ha resuelto a nivel internacional de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, del Supremo Tribunal Español y 

del Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Es una conclusión que se 

debe considerar también en el Perú. 

 
3. La Corte Suprema publicó nuevos lineamientos de aplicación obligatoria 

para todos los jueces del país con el fin de evitar confusiones o 

controversias al de emitir su fallo sobre estos casos, que tomen en cuenta 

que las lesiones o muertes causadas a supuestos delincuentes si se 

realizan o no, en cumplimiento de un deber, estaría exento de 

responsabilidad. Con respecto a la normativa internacional vigente para 

el Perú, en un análisis claro y reiterado de lo que esta expresado "empleo 

de la fuerza en cumplimiento de la ley" por cuanto la ley ya ha limitado 

tanto el uso de armas letales como de armas no letales. En consecuencia, 

no hay una situación jurídica para aclarar, sino el cumplimiento 

responsable y sensato de las leyes. 
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4. Recomendamos modificar el inciso 11 del Artículo 20 del Código Penal, 

porque consideramos que es una figura penal incompleta, el cual debe ser 

incorporado por los fundamentos siguientes: 

 
4.1. La causa eximente de la responsabilidad penal, se encuentra 

regulada en el artículo 20 del Código Penal, sin embargo, ha 

presentado problemas al ser interpretada, por tal motivo se tiene el 

“Acuerdo Plenario N°05-2019-/CIJ-116”, que precisa el análisis de 

lo establecido por el Código Penal para eximir de responsabilidad 

a policías o miembros de las Fuerzas Armadas que, en el 

cumplimiento de su deber, causen lesiones o muerte de otras 

personas. No obstante, ello, tal acuerdo llega a ser sólo de 

conocimiento doctrinario. Por tal motivo, y atendiendo a un criterio 

de transparencia, procura brindar una norma más clara y que no 

dé lugar a dudas al efectivo policial que cumple sus funciones, en 

el propósito de que actúe con normalidad y sin temor a verse 

perjudicado posteriormente con un proceso penal, por haberse 

limitado a cumplir su deber. 

 
4.2. Esta adicción normativa, busca reducir los errores de interpretación 

por parte de los operadores policiales como los judiciales, puesto 

que es requisito para la exención de la pena, por una conducta 

típica, antijurídica y culpable, la puesta en peligro inminente del 

bien jurídico tutelado, como es la propia vida o de terceros. El 

criterio de razonabilidad se funda en la necesidad de garantizar el 

correcto accionar policial, es decir, evitar una desproporción 

respecto al hecho cometido, propio de un accionar ilícito, y al medio 

empleado para resolver el mismo. 
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4.3.  Estos fundamentos jurídicos orientan en el sentido de que es 

innecesario disparar contra la persona que eligió la opción de fugar 

ante la presencia policial cabe recalcar que en el Perú no existe en 

el ámbito de la democracia la denominada "ley de fuga'' como 

mecanismo permisivo para disparar arma de fuego o atacar con 

arma letal al intervenido que huye sin que este pusiera en riesgo 

bienes jurídicos de primer orden para el que interviene o para 

terceros de lo contrario puede convertirse en mecanismo 

encubridor de ejecuciones extrajudiciales y deslegitimador de la 

función policial. 

 

 
4.4. Llegamos a la conclusión que el artículo N° 20 del código penal 

Inciso 11 carece de compresión normativa por lo que resulta 

pertinente realizar una modificación a dicho inciso con la finalidad 

de esclarecerlo y así interpretarlo de mejor manera en procura de 

una decisión justa y correcta por parte de los diversos juzgados de 

nuestro país. Esta modificación permitirá un gran impacto en la 

legislación nacional, puesto que en la actualidad muchos miembros 

policiales y de las fuerzas armadas, usan sus armas letales y no 

letales, sin tener en cuenta el peligro real e inminente, para las 

personas; pero también con riesgo de que se vean involucrados en 

procesos penales por lesiones o muerte 

 
4.5. La presente modificación puede servir a los policías e integrantes 

de las fuerzas armadas, cuando al momento de realizar sus 

intervenciones resulten expuestos a un peligro, real e inminente, 

para su vida e integridad física y mental, o la de terceros. Esto es 

concordante con las causas de justificación; los que tienen como 

presupuesto la existencia de una situación de amenaza a bienes 

jurídicos, siendo tal situación la que impulsa la acción lesiva del 

autor y hace que ésta resulte justificada. Al interior de las causas 

de justificación encontramos la legitima defensa, que tiene 
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regulación en el Artículo 20º Inciso 3 del Código Penal Peruano, 

que resultan una defensa de bienes jurídicos propios o de terceros, 

siendo por tanto su ámbito de aplicación muy amplia, estableciendo 

requisitos, que son los siguientes requisitos: La agresión ilegitima 

que debe ser actual, antijuridica y real, la necesidad racional del 

medio empleado que va relacionado al tema del medio empleado 

para impedir o repeler la agresión y la falta de provocación 

suficiente; que está referido a que quien se defiende 

legítimamente (del agresor) no debe haber provocado previamente 

la agresión. 

 
 
 

Queda entonces como conclusión, que cuando los efectivos 

policiales e integrantes de las fuerzas armadas, se hallan en peligro 

real e inminente para su integridad física y mental o la de terceros, 

deben hacer uso de los instrumentos y armas reglamentarias, 

hasta hacer desaparecer el peligro, lo que significa que pueden 

llegar a la lesión o eliminación del atacante, situación en la que las 

autoridades del Ministerio Publico y el Poder Judicial, deben ser 

comprensivos y amparar, al elemento policial que ha actuado 

conforme a la legitima defensa, haciendo que el hecho imputado, 

resulte una conducta típica, pero no antijurídica, al haber 

operado en tal caso una causa de justificación, que es la 

legitima defensa. 
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PROPUESTA NORMATIVA 

“Ley que modifica el inciso 11 del artículo 20 del código penal peruano, 

que declare exento de responsabilidad penal al personal de las fuerzas 

armadas y al policía nacional del Peru” 

 
ARTÍCULO 20-. INIMPUTABILIDAD 

 
 

11) El personal de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional del Perú 

que, en el cumplimiento de su función constitucional y en uso de sus armas 

u otro medio de defensa, en forma reglamentaria, cause lesiones o 

muertes. 

 

Quedando redactado de la siguiente manera: 

 
11) “El personal de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional del 

Perú que, en el cumplimiento de su función constitucional y en uso de sus 

armas u otro medio de defensa, en forma reglamentaria, provoque 

lesiones o muerte al hallarse en peligro real e inminente su integridad 

física o mental” 
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Matriz de consistencia 
 

PROBLEMAS OBJETIVOS SUPUESTOS VARIABLES INDICADORES METODOLOGÍA 

 
PROBLEMA GENERAL 

 
 

¿El Acuerdo Plenario N° 

05-2019/CIJ-116 sobre 

Actuación policial y 

exención de 

responsabilidad penal 

afecta el derecho de 

acceso a la justicia de la 

víctima? 

 
PROBLEMAS 

ESPECÍFICOS: 

 
¿Constituye vulneración al 

derecho de acceso a la 

justicia de la víctima 

cuando se exime de 

responsabilidad al efectivo 

policial que la lesiona? 

 

 

¿Existe vulneración al 

principio de igualdad 

 
OBJETIVO GENERAL 

 
 

Determinar si el Acuerdo 

Plenario N° 05-2019/CIJ-116 

sobre Actuación policial y 

exención de responsabilidad 

penal afecta el derecho de 

acceso a la justicia de la 

víctima 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS: 

 
 

Determinar si constituye 

vulneración al derecho de 

acceso a la justicia de la 

víctima cuando se exime de 

responsabilidad al efectivo 

policial que la lesiona. 

 
Determinar si existe 

vulneración al principio de 

igualdad cuando se exime de 

responsabilidad al efectivo 

policial que lesiona por 

excesivo uso de la fuerza. 

 
SUPUESTO GENERAL 

 
 

El Acuerdo Plenario N° 

05-2019/CIJ-116 sobre 

Actuación policial y 

exención de 

responsabilidad penal 

afecta el derecho de 

acceso a la justicia de la 

víctima. 

 
SUPUESTOS 

ESPECÍFICOS: 

 
Constituye una 

vulneración al derecho 

de acceso a la justicia de 

la víctima cuando se 

exime  de 

responsabilidad al 

efectivo policial que la 

lesiona. 

 
VARIABLE 

INDEPENDIENTE: 

 
 

Actuación policial y 

exención de 

responsabilidad penal 

 
 

 
VARIABLE 

DEPENDIENTE: 

 
Afectación del derecho 

de acceso a la justicia 

de la víctima. 

 
● Cumplimiento 

del deber. 

 
● Eximentes de 

responsabilidad 

penal. 

 
● Derecho de 

acceso a la 

justicia. 

 
TIPO DE 

INVESTIGACIÓN 

Descriptivo Simple 

 
 

1.-DISEÑO 

 
 

No experimental. 

 
 

2. MUESTRA 

 
 

Acuerdo Plenario N°09- 

2019/CIJ-116. 

 
3. TÉCNICAS 

 
 

Análisis documental. 

 
 

4. INSTRUMENTOS 

Ficha de recolección de 

datos. 
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cuando se exime de 

responsabilidad al efectivo 

policial que lesiona por 

excesivo uso de la fuerza? 

 Existe vulneración al 

principio de igualdad 

cuando se exime de 

responsabilidad al 

efectivo policial que 

lesiona por excesivo uso 

de la fuerza 
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ANEXOS 

 

PROYECTO DE LEY 
 

I. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS DONDE SE EXPRESAN LOS 

FUNDAMENTOS DE LAS PROPOSICIONES DE LEY. 
 

Durante lo observado en la sociedad, con respecto a la legislación peruana, se 
ha visto que la Policía Nacional del Perú y las Fuerzas Armadas vienen siendo 
menospreciadas en su actuación de combatir con la delincuencia y poner orden 
en la sociedad conforme lo establece la Constitución Política del Perú. 

 
Al respecto, se tiene que en el Capítulo III, artículo 20 del Código Penal Peruano, 
nos habla de las causas que eximen y atenúan de responsabilidad penal con 
respecto a la inimputabilidad, en su inciso 11 señala que: “El personal de las 
Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional del Perú que, en el cumplimiento 
de su función constitucional y en uso de sus armas u otro medio de 
defensa, en forma reglamentaria, cause lesiones o muerte.” 

 
Asimismo, en nuestra Carta Magna en el Capítulo XII con respecto de la 
Seguridad y de la Defensa Nacional, el estado garantiza la seguridad por parte 
de la PNP, donde este tiene que garantizar, mantener y restablecer el orden 
interno, estos efectivos también se encargan de hacer valer los derechos 
fundamentales y el desarrollo económico y social del país. 

 
Toda operación policial debe respetar la ley, la Constitución y las normas 
internacionales ratificados por el Perú (tratados y convenciones). Asimismo, 
debe estar acorde con las sentencias que sobre la materia ha emitido la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos cuya competencia contenciosa- 
administrativa nuestro país ha asumido. 

 
Si el efectivo policial hace mal uso de su arma de fuego y provoca lesiones o 
muerte del presunto delincuente, no podrá ser sancionado, ni deshabilitado tal 
como lo menciona el inciso modificado y no será posible imponer la prisión 
preventiva. 

 
Durante la convivencia en la sociedad, se pudo observar que muchas veces las 
personas actúan de mala fe con la finalidad de sacar un provecho más allá de lo 
que pueden obtener, es por eso que la propuesta de modificar dicho artículo nos 
lleva a una solución de inimputabilidad para todos los miembros de las fuerzas 
armadas y miembros de la policía nacional del Perú. 

 
Existe una preocupación por considerar que se debe respaldar la actuación 
policial, siempre y cuando haga respetar los derechos básicos y la integridad de 
las personas, acabando así con las malas prácticas que manchen el buen 
nombre de nuestras instituciones tutelares. 
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Ante el clima de inseguridad que enfrenta nuestro país, se hace necesario mayor 
presencia policial en las calles para combatir de manera efectiva la delincuencia 
y el crimen organizado de bandas que atentan contra los ciudadanos. Para ello, 
se hace ineludible proteger legalmente a miembros de la Fuerza Armada o 
Policía Nacional quienes en forma diaria se enfrentan contra la delincuencia y 
así permitir que sean ellos los que tienen que dar solución frente a un caso de 
mucha importancia. 

 
Es por eso que nuestro grupo llega a la conclusión que este artículo carece 
de compresión normativa por lo que resulta pertinente realizar una 
modificación a dicho inciso con la finalidad de esclarecerlo y así 
interpretarlo de una mejor manera hacia una posible decisión de los 
diversos juzgados de nuestro país. 

 
 

II. ANÁLISIS DE COSTO Y BENEFICIOS 
 

El impacto de la presente iniciativa legislativa resulta favorable, puesto que hoy 
en día se necesita de una satisfacción policial al realizar una intervención en 
cumplimiento de su deber, se preservará y se protegerá el derecho de los 
policías y todos los miembros de las FF.AA. Cabe recalcar, que con dicha 
modificatoria no tendrá costo alguno para el Estado, y será beneficioso para la 
sociedad. 

 
 

III. IMPACTO EN LA LEGISLACIÓN NACIONAL 

 
La presente iniciativa legislativa ocasionará un gran impacto en la legislación 
nacional, puesto que hoy en día muchos miembros policiales y miembros de las 
fuerzas armadas, usan sus armas letales y no letales, sin tener en cuenta el 
peligro real e inminente y su integridad física o mental y como la de un tercero. 

 
IV. PROPUESTA NORMATIVA 

 
“LEY QUE MODIFCA EL INCISO 11 DEL ARTICULO 20 DEL CODIGO PENAL 

PERUANO, QUE DECLARE EXENTO DE RESPONSABILIDAD PENAL AL 
PERSONAL DE LAS FUERZAS ARMADAS Y AL POLICIA NACIONAL DEL 

PERU.” 

 
 

ARTÍCULO 20-. INIMPUTABILIDAD 
 

11) “El personal de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional del Perú que, 
en el cumplimiento de su función constitucional y en uso de sus armas u otro 
medio de defensa, en forma reglamentaria, cause lesiones o muertes.” 

 
Quedando redactado de la siguiente manera: 

 
11. “El personal de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional del Perú que, en 

el cumplimiento de su función constitucional y en uso de sus armas u otro medio 

de defensa, en forma reglamentaria, provoque lesiones o muerte al hallarse en 

peligro real e inminente su integridad física o mental” 
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